Sobre la imparcialidad de los jueces y

su actividad probatoria en el proceso

Ponencia del Dr. Alejandro Cantaro.

El tema que convoca estas jornadas de reflexión es el del papel del juez en el proceso de corte garantista; y, yendo de mayor a menor, en este panel se acota ese rol del juez a la actividad probatoria del mismo en el proceso. Ayer nos ha hablado el Dr. Alvarado Velloso de la imparcialidad judicial y es inevitable traer de la memoria esa gráfica descripción de los duelistas y el juez de lance que el profesor Alvarado utiliza  para advertirnos sobre la imperiosa necesidad de rescatar la idea de un juez totalmente imparcial. Trataré en esta relación de decir algunas cosas a propósito del tópico relativo a la imparcialidad de los jueces y la actividad probatoria de éstos en el proceso penal en la provincia de Buenos Aires.

Aún cuando no caben dudas acerca de la exigencia de esta garantía constitucional innominada, pero imbricada en el debido proceso legal, debemos hacernos cargo de que debe ser precisado el concepto de imparcialidad ya que conlleva un fuerte contenido conceptual y deberíamos hacer frente al argumento del juez que diga que no existe peligro alguno de verse afectada su imparcialidad por la cognición de las piezas de la IPP o por la producción de prueba, porque él (el juez) es por sobre todas las cosas un juez independiente e imparcial.

El conocimiento por parte de los tribunales de juicio de las actuaciones practicadas por los Fiscales de Instrucción en la etapa preparatoria del debate y la consecuente instrucción suplementaria, cuando –según el criterio de aquellos– esté incompleta la investigación, afectan la imparcialidad de los jueces y deben limitarse fuertemente ambas posibilidades.

Ha dicho MAIER que no solo por: “...ser independiente el Juez reúne todas las condiciones que garantizan su ecuanimidad al decidir el caso; la independencia es una condición necesaria para garantizar la ecuanimidad, pero no es la única, ni es, por ello, suficiente. Otra de las condiciones necesarias es colocar frente al caso, ejerciendo la función de juzgar, a una persona que garantice la mayor objetividad frente al caso, ejerciendo la función de juzgar, a eso la llama imparcialidad”.

En idéntico sentido ha sostenido, en una ponencia presentada en el reciente congreso de Derecho Procesal de San Martín de los Andes, la profesora de Derecho Procesal Penal de la UNS, la Dra. María Graciela Cortazar, : “...No existe objetividad si se ha tomado ya conocimiento de todo lo producido y si la hipótesis del fiscal es, sin contradicción, recibida, en su totalidad por el Tribunal. Recibir la causa (instruida, dirigida y completada por el fiscal) condiciona la imparcialidad de quien ha de juzgar...”

Ahora bien  he dicho que teníamos que hacernos cargo del argumento del juez que nos dijese que esas afirmaciones son dogmáticas y que él (el juez) es capaz de juzgar imparcialmente a las partes aún cuando haya conocido los argumentos y los elementos colectados por el fiscal, porque –sustancialmente– es un juez independiente e imparcial.

Y si esta condición de la imparcialidad del juez fuese intrasubjetiva, el argumento sería muy fuerte y requeriría la  verificación empírica en cada caso de la parcialidad o imparcialidad del juez.

Pero es que en realidad la condición de la imparcialidad no tiene que ver con posiciones psicológicas o éticas de los jueces intrasubjetivamente, sino que aquella condición es intersubjetiva, entre el Juez y el ciudadano y tiene que ver básicamente con la peculiar forma de obediencia que el Derecho exige a sus jueces y también con  la justificación de los fallos.

Mi tesis pretenderá demostrar que a la contaminación que importa el conocimiento de la instrucción previa o la instrucción suplementaria, se le reconoce una extraordinaria fuerza motivacional. En mi opinión la discusión sobre si el juez debe o no abstenerse de conocer lo actuado por el fiscal antes de la vista o de realizar actuaciones complementarias, no debe versar sobre las cualidades del juez objeto de las mismas. El juez debe llegar al debate sin conocer ninguna actuación previa; y esto no implica decir que si juzgara habiendo tomado conocimiento de lo anterior o habiendo realizado actuaciones complementarias, cometería una prevaricación o que dadas las circunstancias se le podría nublar el entendimiento de forma que dictaría una resolución injusta. Lo que en realidad reconoce el juez que se abstiene de conocer lo actuado previamente o de realizar actividad probatoria es que si lo hiciera sus decisiones podrían ser vistas como motivadas por razones distintas a aquellas que se exponen como derivadas de la prueba adquirida durante el debate. Con ello se trata de proteger el derecho de los ciudadanos a ser juzgados con las garantías dadas por las reglas del juicio oral (básicamente aquella de que la sentencia se fundará en las probanzas adquiridas y contestadas en el debate) y también la credibilidad de la decisiones y las razones jurídicas.  

En este punto y para fundar mi tesis permítaseme abrir un breve paréntesis. En la teoría de la ciencia suele distinguirse entre  el “contexto de descubrimiento” y “contexto de justificación” 
 de una teoría. Para quienes aceptan la distinción, lo segundo es independiente de lo primero.

Esta distinción ha sido traspolada al  ámbito de la teoría de la argumentación jurídica y en particular, al de las decisiones judiciales, para distinguir entre lo que pueden ser los móviles psicológicos, la actitud frente a ciertos delitos y a ciertas formas investigativas o las circunstancias ideológicas que puedan haber llevado a un juez a dictar una determinada resolución,  por un lado; y, por otro, las razones que el juez alega  para tratar de demostrar que su decisión es correcta o válida. Mientras que respecto de lo primero cabrían estudios de tipo empírico, lo segundo vendría gobernado por lo que se llama método jurídico. También aquí se produciría una independencia entre unas cuestiones y otras: la corrección de una decisión judicial vendría dada por la corrección de las razones dadas por el Juez en su resolución y sería, en este sentido, lógicamente independiente del contexto de descubrimiento en que se ha producido. 

Un lugar común de la teoría estándar de la argumentación es que el Derecho está interesado en el contexto de justificación de las decisiones y no en el de descubrimiento. Si mi análisis es correcto trataré de mostrar que ésta es una afirmación que deber ser relativizada.

Veamos ahora como juega el deber de imparcialidad de los jueces sobre el que hemos admitido acuerdo sobre su necesidad. Cabe preguntarnos en qué consiste? En obedecer al derecho. O dicho en mejores palabras: la imparcialidad es, como ya dije,  la peculiar forma de obediencia que el Derecho exige a sus jueces. Como se sabe, los deberes suelen tener su correlativo derecho. En este caso, el derecho de los ciudadanos a ser juzgados desde el Derecho es el correlato del deber de imparcialidad de los jueces. El juez que satisface ese derecho, que juzga desde el Derecho, es el juez imparcial.

La conducta de los ciudadanos se justifica jurídicamente de manera diferente a la de las autoridades jurídicas en general y a los jueces en particular. En el ámbito de sus deberes, un ciudadano queda justificado mostrando sencillamente que actúa en correspondencia con lo prescripto. Las razones por las que actúa, los móviles, no son, en general, relevantes.

El Deber de imparcialidad de los jueces, como he dicho, tiene su correlato en el derecho de los ciudadanos a ser juzgados desde el Derecho y a que la resolución que a su respecto se dicte sea la aplicación de las pruebas que ha podido controlar y contestar. Esto es que el principio de imparcialidad protege no sólo el  fallo y las razones que se aducen a favor del fallo, sino que exige –además– al juez que falle por las probanzas que se le suministaron en el juicio. Todo ello va destinado no tanto a prevenir prevaricaciones cuanto a reforzar la credibilidad de las razones que el juez aduce a favor del fallo. Es decir, que estas razones no puedan ser vistas como meras racionalizaciones  de decisiones tomadas antes del juicio. Si lo dicho hasta aquí a propósito de la imparcialidad judicial es acertado, no es cierto entonces que el Derecho se desentienda del contexto de descubrimiento y de las razones explicativas de las decisiones judiciales.

Así como la independencia de los jueces trata de controlar los móviles del juez frente a influencias extrañas al Derecho provenientes del sistema social, la imparcialidad trata de controlar los móviles del juez frente a influencias extrañas al Derecho provenientes del proceso.

Entonces la imparcialidad protege no sólo el derecho de los ciudadanos a ser juzgados desde el Derecho, sino también la credibilidad de las decisiones y las razones jurídicas. Repito aquel concepto de que el Juez que se abstiene de producir prueba o de conocer aquellas actuaciones producidas unilateralmente y sin contestación, lo que en realidad reconoce es que si no lo hiciera sus decisiones  podrían ser vistas como motivadas por razones distintas a las suministradas en fundamento de su fallo.

Vista así la imparcialidad y su vehículo de conocimiento de la prueba sólo producida durante el juicio, tratan de proteger no sólo el derecho de los ciudadanos a ser juzgados desde el Derecho, sino también la credibilidad de las razones jurídicas. De nuevo entonces, si lo dicho a propósito del principio de imparcialidad es acertado, no es cierto que el Derecho se desentienda del contexto de descubrimiento y las razones explicativas de las decisiones judiciales.

Todo lo anterior muestra de manera suficiente que el Derecho trata de controlar los motivos por los cuales los jueces sentencian. Es más, y por decirlo de manera breve, en el ideal del Estado de Derecho de un juez imparcial hay algo muy parecido a  la exigencia kantiana para la conducta moral, pero referido al marco institucional del Derecho en el que se dicta una sentencia como conclusión de un juicio penal y es que la explicación y la justificación del fallo coincidan.
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� “Contexto de descubrimiento” implica el proceso de descubrimiento y formulación de una teoría, donde están interesadas la historia y la sociología de la ciencia, donde se pueden incluír cosas tan  heterogéneas como las fuentes de inspiración, el azar o la buena fortuna. El “contexto de justificación” alude al proceso o actividad de validar, justificar una teoría o descubrimiento científico. Por decirlo de manera breve, la famosa manzana de Newton no quitaría ni pondría nada a la validez de la teoría de la gravitación universal. 





